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Este Ministerio ha dispuesto aprobar la denominación específica de
~Al-Qadir.para el Instituto de Formación Profesional número III de Akor­
eón (Madrid).

Lo digo aV. 1. para su conocimiento y efectos.
Madrid, 5 de octubre de 1994.-P. D. (Orden de 26 de octubre de 1988,

_Boletín Oficial del Estado_ del 28), el Secretario de Estado de Educación,
Alvaro Marchesi Ullastres.

Ilma. Sra. Directora general de Centros Escolares.

23628 RESOLUCION de 21 de septiembre de 1994, de la Subse­
cretaria, sobre emplazamiento de don Darlo Jorge Gonr
zález como interesado en procedimiento contencioso-admi­
nistrativo número 509/1994.

Habiéndose interpuesto por el Consejo General de los Colegios de Apa­
rajadores y Arquitectos Técnicos recurso contencioso-administrativo núme­
ro 509/1994, ante la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Admi·
nistrativo de la Audiencia Nacional, contra la resolución del Ministerio
de Educación y Ciencia de 25 de septilmbre de 1992 por la que se acordó
que el título de Maestro Mayor de Obras obtenido por don Darío Jorge
González, de nacionalidad argentina, en la Escuela Nacional de Educación
Técnica número 3, de Bahía Blanca Antártida (Argentina), quede homo­
logado al título español de Arquitecto Técnico en Ejecución de Obras;
se emplaza por la presente a don Darío Jorge González, de conformidad
con lo dispuesto en el apartado tercero del artículo 80 de la Ley de Pro-­
cedimiento Administrativo, para que pueda comparecer ante la Sala, en
el plazo de nueve días.

Madrid, 21 de septiembre de 1994.-El Subsecretario, Juan Ramón Gar·
cía Secades.

23629 ORDEN de 28 de septiembre de 1994 por la que se hace
público el faUo de la sentencia del Tribunal Superior de
Justicia de Madrid en el recurso contencioso-administrar
tivo número 500/1989, interpuesto por don Luis Alvarez
Dieste y otros y se actualiza la composición de la Comisión
calificadora del concurso de méritos para vacantes en el
Cuerpo Especial de Inspectores Técnicos de Formación
Profesional.

En el recurso contencioso--administrativo número 500/1989, interpuesto
por don Luis Alvarez Dieste, don Alberto Enrique Guerrero Fernández,
don Joaquín José FabregatSegarra, doña Marina Morales Baena, don Mar·
celo Gómez García, doña María Natividad Julia Núñez García, don Juan
Vicente López.Gil Escribano, doña María del Carmen Calleja Tuñón, don
Santiago Luis Cerrillo Martín, don Angel Núñez Roldán, don José María
Costa Arribas, don Alfonso Estirado del Amo y don Miguel Mut Mas, contra
las resoluciones del Director general de Personal y Servicios del Ministerio
de Educación y Ciencia de 12 de diciembre de 1988, desestimatorias de
los recursos de reposición frente a las resoluciones del mismo órgano
de 27 de julio y 25 de agosto de 1988 por las que se aprueba y hace
pública la lista de concursantes que han obtenido plaza en el concurso
de méritos para la provisión de vacantes en la plantilla del Cuerpo Especial
de Inspectores Técnicos de Formación Profesional, el Tribunal Superior
de Justicia de Madrid, Sala de lo Contencioso--Administrativo, en 23 de
octubre de 1993 ha dictado sentencia, cuyo fallo es del siguiente tenor
literal:

«Que, previo rechazar el motivo de inadmisión opuesto por la repre-­
sentación del Estado y estimando en parte el recurso contencioso--admi­
nistrativo interpuesto por don Luis Alvarez Dieste y otros, relacionados
en el encabezamiento de esta sentencia, representados por la Procuradora
doña María Gracia Garrido Entrena, contra las Resoluciones de 27 de
julio y de 25 de agosto de 1988 de la Dirección General de Personal y
Servicio del Ministerio de Educación y Ciencia sobre la lista definitiva
de los concursantes que obtuvieron plaza en el concurso de méritos con~

vocado por Orden de 30 de julio de 1982 actualizado por Orden C\e 16
de noviembre de 1987, así como frentéa las Resoluciones de 30 de noviem·
bre y de 12 de diciembre de 1988 de dicha Dirección General, dese-sti­
matorias de los recursos de reposición formulados frente a aquéllas, dE~be­

mos declarar y declaramos que tales Resoluciones no se ajustan al orde-­
namiento jurídico y, en su virtud, acogiendo el pedimento subsidiario del
recurso, las anulamos y dejamos sin efecto reponiendo lo actuado al ser

y estado anterior a los actos impugnados, a fin de que, siguiendo el proceso
calificador determinado en las bases de la convocatoria del concurso qe
méritos mencionado y demás normas citadas, se proceda, en cuanto afecta
a los recurrentes conforme a derecho, en consonancia con la motivación
que antecede, condenando a la Administración a estar y pasar por lo
mandado hasta culminar dicho proceso; sin costas.•

Dispuesto por Orden de 5 de agosto de 1994 el cumplimiento de la
citada sentencia en sus propios términos,

Este Min¡;terio ha dispuesto:

Primero.-Actualizar la composición de la Comisión calificadora que
ha de valorar los méritos acreditados documentalmente por los recurrentes,
en lo que al punto 3 del anexo III de la convocatoria se refiere, en la
cual se introducen las necesarias modificaciones debido a los cambios
que se han producido en los componentes de la misma, y queda compuesta
de la siguiente forma:

Presidente titular: Ilustrísimo señor Subsecretario de Educación y Cien·
cia, don Juan Ramón Garcia Secades.

Presidente suplente: Ilustrísimo señor Director general de Coordinación
y de la Alta Inspección, don Francisco Ramos Fernández·Torrecilla.

Vocales titulares: Señor Subdirector general de Gestión de Personal
de Administración general y Laboral, don Hernán León de Bias.

Señora Subdirectora general de Centros de Bachillerato y Formación
Profesional, doña Rosario Fernández Santamaría.

Vocales suplentes: Señor Vocal asesor de la Dirección General de Pero
sonal y Servicios, don José Eduardo Alvarez Alvarez.

Señora Consejera técnica, Jefa de Area de Bachillerato doña María
Victoria Codina Maura.

Segundo.-Por el Presidente de la Comisión podrá procederse al nom­
bramiento de especialistas que asesoren a la misma en la valoración de
aquellos méritos que, por su naturaleza, exijan un especifico estudio y
tratamiento.

Tercero.-8iguiendo el mismo criterio adoptado en la Oide¡¡ de 16 de
noviembre de 1987 (<<Boletín Oficial del Estado_ del 27) por la que se
dio cumplimiento a la sentencia de la Audiencia Nacional para la evaluación
de los méritos, podrá integrarse en la Comisión calificadora un repre·
sentante de cada una de las Comunidades Autónomas que tienen transo
feridas las competencias en materia de educación, dado que los recurrentes
habían solicitado plazas radicadas en alguna de las provincias de dichas
Comunidades.

Madrid, 28 de septiembre de-1994.-P. D. (Orden de 2 de marzo de
1988), el Subsecretario, Juan Ramón García Secades.

lImos. Sres. Director general de Personal y Servicios y Director general
de Coordinación y de la Alta Inspección.

23630 RESOLUCION de 28 de septiembre de 1994, de la Comisi.6n
Nacional Evaluadora de la Actividad Investigadora, por
la que se hace publica la sentencia dictada pr la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Madrid, en el recurso contencios(Hldministrar
tivo número 1.408/1992, interpuesto por don Juan Maria
Pérez Oria.

En el recurso contencioso--administrativo número 1.408/1992, seguido
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Madrid, interpuesto por don Juan María Pérez aria, contra
la Administración del Estado, sobre la evaluación negativa de distintos
tramos de investigación del recurrente, ha recaído sentencia el 22 de enero
de 1994, cuyo fallo es el siguiente:

~Que estimando en parte el recurso contencioso--administrativo inter­
puesto por el Procurador señor Sánchez Masa, en representación de don
Juan María Pérez aria, contra el Acuerdo de la Comisión Nacional Eva­
luadora de la Actividad Investigadora de fecha 23 de noviembre de 1990,
en el particular relativo a la valoración negativa del tramo solicitado, así
corno frente a la Resolución de la Secretaría de Estado de Universidades
e Investigación de fecha 2 de septiembre de 1992, que expresamente deses.,
timó el recurso de alzada deducido contra aquélla, debemos declarar y
declaramos las mencionadas resoluciones disconformes con el ordenamien·
to jurídico, anulándolas.

En consecuencia, ordenamos la retroacción de las actuaciones admi­
nistrativas al trámite en que se produjo la infracción determinante de


